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Los convenios de 
colaboración en materia de . / . . / 
gestion e 1nspecc1on 
catastral 

L a Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, tal y como se indica en su 
propia Exposición de Motivos, 

intenta establecer un nuevo sistema de 
recursos para las mismas, adecuado a 
su realidad y necesidades, diseñando 
un sistema que no sólo busca la efecti­
vidad de los principios de autonomía y 
suficiencia financiera en el ámbito del 
sector local, sino que, además, pretende 
que sean los propios poderes locales los 
que asuman la responsabilidad com­
partida con el Estado y con las respecti­
vas Comunidades Autónomas, de hacer 
efectivos esos dos principios constitu­
cionales. 

Ello se traduce, especialmente en al­
gunos supuestos, en el diseño de un en­
tramado de competencias en virtud del 
cual, por un lado, delimitar con el ma­
yor rigo r posible las que corresponden 
al Estado y a los Entes Locales, y, por 
otro, garantizar que ello no suponga 
perjuicio para la correcta gestión de los 
intereses públicos en j uego. . 

A tal fin, la Ley establece, con carac­
ter general, el deber de las Administra­
ciones Tributarias del Estado, de las Co­
munidades Autónomas y de las Entida­
des Locales de colaborar en todos los 
órdenes de gestión , liquidación, inspec­
ción y recaudación de los tributos loca­
les (artículo 8). La posibilidad de cola-

boración se repite insistentemente a lo 
largo de todo el texto legal, adquiriendo 
indudable relevancia, al reí eri rse al Ca­
tastro y al Impuesto de Bienes Inmue­
bles. 

En efecto, esta materia, está tratada 
en la Ley sobre la base de diferenciar 
dos órdenes o esferas de competencia 
separadas: las referentes a los Cata.stros 
Inmobiliarios, y las relanvas al Tnbuto 
cuya exacción se apoya sobre los. mis­
mos, es decir el Impuestos sobre Bienes 
Inmuebles. 

Si bien esta distinción entre lo que se 
viene llamando gestión catastral y ges­
tión tributaria no está formulada con 
tanta contundencia y de manera explí­
cita en la Ley Reguladora, es evidente, 
como ya se ha puesto de relieve en otras 
ocasiones, que late en todo d texto leg~l 
la dicotomía entre ambos upos de acn­
vidad gestora, y su asignació_n a dife­
rentes ámbitos de competencia, estatal 
y local, adquiere un significado original 
en nuestro sistema tributa no, ya que ar­
ticula el seno de un mismo impuesto la 
concurrencia de distintas administra­
ciones públicas (J). 

(1) Gestión Catastral y Gestión Tribucana en 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locali;s. 
Centro de Gestión Catastral y Cooperac1on 
Tributaria, Madrid, 1989. 

GUILLERMO JOSÉ 
BAUZÁ CARDONA 

Esta fórmula de reparto de compe­
tencias es fruto de una progresiva evo­
lución operada en la configuración de 
los tributos inmobiliarios, que supuso 
el tránsito desde la esfera netamente es­
tatal hacia la genuinamente local, pa­
sando por estadios intermedios de los 
que la creación de los antiguos Consor­
cios para La Gestión e Inspección de las 
Contribuciones Territoriales y poste­
riormente el actual Centro de Gestión 
Catastral y Cooperación Tributaria son 
parte viva, y que han impuesto la nece­
sidad de abrir vías alternativas o fórmu­
las compartidas para, con el necesario 
pragmatismo, ofrecer soluciones razo­
nables a las disfunciones que, de otro 
modo, se plantearían. 

Así, es posible recordar cómo, por 
ejemplo el Real Decreto 222/ 1987, de 
20 de febrero, ya contemplaba la posi­
bilidad de establecimiento de vías de 
colaboración con la Administración Lo­
cal en materia, entre otras, de gestión de 
las contribuciones territoriales. 

Pero la Ley Reguladora de las Hacien­
das Locales, como se ha indicado al 
principio, es todavía si cabe más clara y 
contundente en el tema de la colabora­
ción, y así en cuanto al ámbito concreto 
que nos ocupa, tanto el artículo. 77 e:i­
sus apartados 1 y 3, corno la Disposi­
ción Adicional IV, se refieren expresa-



mente a los convenios u otras rórmulas 
de colaboración que se celebren o esta­
blezcan entre el Estado y las Entidades 
Locales. 

Por otra parte, desde el punto de vis­
ta teórico, básico si se tiene en cuenta el 
carácter políticamente descentralizado 
del Estado Español, la idea de coopera­
ción, como ya se ha subrayado desde las 
páginas de Catastro, adquiere un espe­
cial relieve, estando incluso «implícica 
en el propio concepto y configuración 
del Catastro. Dicho de otra manera, no 
es que el Catastro precise de la colabo­
ración entre Administraciones, es que 
el Catastro no se entiende sin dicha co­
laboración» (2). 

Esta especial relevancia de la colabo­
ración mteradministrativa en la mate­
ria, fue el motivo de que Catastro le de­
dicara, con carácter monográfico su nú­
mero de octubre de 1990 al que se 
refiere la cita anterior. Era un momento 
en el que ya había entrado en vigor la 
Ley Reguladora de las Haciendas Loca­
les, y, aunque todavía no se había pro­
ducido su desarrollo reglamentario en 
estos aspectos, el reparto de competen­
cias básico ya estaba fo rmulado, permi­
tiendo que en varias colaboraciones co­
mo la citada, se realizaran interesantes 
análisis y aproximaciones a lo que hoy 
es ya una realidad. 

En efecto, con el fin de completar es­
te esquema competencia! que, a gran­
des rasgos, atribuye a las Entidades Lo­
cales la titularidad de todas las compe­
tencias en materia de gestión d el 
Impuesto sobre Bienes [nmuebles y re­
serva a la Administración del Estado la 
gestión catastral del mismo, se abordó 
la articulación de los mecanismos de 
cooperación necesarios, a cuyo fin se 
promulgó el Real Decreto 1390/ 1990, 
de 2 de noviembre, que desarrolla «in 
extenso» el conjunto de cuestiones rela­
cionadas con la colaboración entre Ad-

(2) Russinés Torregrosa, Javier «Las reglas 
<lel juego», en Catastro, número 6, octubre 
1990. 

ministraciones Públicas en materia de 
gestión catastral y tributaria e inspec­
ción catastral. 

El diseño que el Decreto en cuestión 
hace del régimen de colaboración en la 
materia, se basa en el establecimiento 
de una serie de supuestos de diversa in­
tensidad, que van desde el mero inter­
cambio de información a efectos de la 
gestión del impuesto, hasta la posibili­
dad de delegar en las Entidades Locales, 
casi en su integridad, mediante conve­
nios, la propia gestión del Catastro. 

Intercan1bio de 
información 

Las actuaciones subsumibles en este 
apartado, se configuran como supues­
tos de colaboración institucional obli­
gatoria y, por lo tanto, no exigen la sus­
cripción de ningún tipo de convenio ni 
requieren la adopción de acuerdo ex­
preso alguno por parte del órgano ges­
tor o del colaborante sino que operan 
«ope legis». 

El Decreto dedica a estos casos los 
cinco primeros artículos, y, aunque en 
principio, bastaría con que la informa­
ción intercambiable se ajustase, en cuan­
to a su contenido y plazo de remisión, a 
lo dispuesto en los mismos, es obvia la 
necesidad de formalizar, al menos míni­
mamente, las cuestiones básicas relacio­
nadas con el orden disposición, referen­
cias y especificaciones técnicas de la in­
formación remitida, muy especialmente 
en el supuesto de que el intercambio se 
realice mediante la utilización de medios 
informáticos. En esta línea, se ha publi­
cado ya una Resolución del Centro de 
Gestión Catastral y Cooperación Tribu­
taria, que aborda parcialmente algunas 
cuestiones de las indicadas (3). 

(3) Resolución de 20 de febrero de 1991 , de 
la Dirección General del Centro de Gestión 
Catastral y Cooperación Tnbutana, por la que 
se aprueban la forma de rem is ión y la 
estructura, contenido y formaro informático 
del fichero del Padrón del lmpuesro sobre 
Bienes Inmuebles. 

La puesta en marcha efectiva de este 
intercambio institucional de informa­
ción, se ha visto retrasada por la inci­
dencia que sobre el tema ha tenido la 
Disposición Transitoria Undécima, 
apartado l , de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales , que permitió que 
los Ayuntamientos, durante los dos pri­
meros años de aplicación del Impuesto 
sobre Bienes lnmuebles (1990 y 1991 ). 
solicitaran del Centro de Gestión Catas­
tral y Cooperación Tributaria el ejerci­
cio de las funciones propias de la ges­
tión del tributo que dicha Ley atribuye a 
las Corporaciones Municipales. Ello ha 
llevado consigo una dulcificación de la 
necesidad de que las dos administra­
ciones llamadas en principio a colabo­
rar en la gestión del Impuesto sobre Bie­
nes Inmuebles y del Catastro, aportan­
do cada una a la otra los datos de los 
que va teniendo conocimiento en el 
ejercicio de las competencias de su ám­
bito respectivo, ofrecieran o exigieran 
recíprocamente a las otras una informa­
ción que, obviamente, es imprescindi­
ble para mantener sus bases de datos 
actualizadas. 

Debido fundamentalmente a ello, así 
como también a la falta de experiencia 
en la materia, no existen datos sufi­
cientes que permitan efectuar un análi­
sis medianamente revelador de la acep­
tación y operatividad de los mecanis­
mos de colaboración a los que por el 
momento nos venimos refiriendo, pu­
diéndose no obstante afirmar que don­
de más agudamente se han planteado 
esta necesidad de intercambio ha sido 
por parte de los Ayuntamientos , en 
cuanto a los datos sobre valor de los te­
rrenos de los inmuebles a efectos de 
gestión del Impuesto sobre el Incre­
mento de Valor de los Terrenos de Na­
turaleza Urbana. 

Pero la normativa aplicable, contem­
pla también otra serie de supuestos de 
intercambio de información que mu­
tuamente deben suministrarse las Ad­
ministraciones Estatal, Local y Autonó­
mica «con la finalidad de facilitar a las 
Corporaciones Locales la gestión tribu-
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taria del Impuesto sobre Bienes Inmue­
bles, posibilitar una mejor y más eficaz 
gestión de los tributos cedidos a las Co­
munidades Autó nomas aportando a 
éstas los datos físicos y jurídicos de los 
Bienes Inmuebles y lograr un manteni­
miento adecuado y completo del Ca­
tastro por el Centro de Gestión Catas­
tral» (4). 

Es especialmente significativa la que 
recíprocamente deben intercambiar di­
cho Organismo y las Comunidades Au­
tónomas, debiendo facilitarse por parte 
de éstas las Gerencias Regionales infor­
mación acerca de las transmisiones de 
dominio y declaraciones de obra nueva 
y división horizontal de que tengan co­
nocimiento a través de las liquidaciones 
practicadas en los impuestos cedidos 
por el Estado, especialmente los de 
transmisiones patrimoniales, actos jurí­
dicos documentados y sucesiones y do­
naciones, y, en reciprocidad, facilitar el 
Centro de Gestión Catastral a los Entes 
Autonómicos que lo soliciten el acceso, 
vía telemática, a la información conteni­
da en las bases de datos catastrales, que 
pueden precisar para la gestión de los 
impuestos inmobiliarios. 

En cuanto a esto último, la práctica 
totalidad de las Gerencias Territoriales 
se encuentran ya dotadas de los dispo­
sitivos informáticos necesarios para po­
sibilitar el citado enlace, que ya está es­
tablecido, funcionando con carácter ex­
perimental, o incluso en algunos casos 
plenamente, en cuanto a cuatro Comu­
nidades Autónomas. 

No nos vamos a extender más en es­
tas cuestiones, que, por otra parte, han 
sido tratadas con acierto dentro de una 
reciente colaboración en esta revista 
(5) . 

(4) Preámbulo del Real Decreto 1.390/ 1990, 
de 2 de noviembre. 
(5) Ignacio Durán Boo.«El marco legal de la 
coordinac16n intcradm1msrranva en materia 
catas tral» En Catastro Número 11 , enero 
1992 

Los convenios de 
colaboración 

Como ind ica el Real Decreto 
1390/1990 en su artículo sexto, cual­
quier colaboración en la gestión catas­
tral que exceda del mero intercambio 
de información, a que nos hemos refe­
rido anteriormente, deberá llevarse a 
cabo a través de la suscripción de con­
venios, a cuyo fin se diseña el marco al 
que deben ajustarse los mismos, así co­
mo el procedimiento previo para su 
fo rmalización. 

Esta colaboración, de carácter volun­
tario, puede plantearse con aquellos 
Ayuntamientos que ejerzan la gestión 
tributaria del Impuesto sobre Bienes In­
muebles y con las Diputaciones, Cabil­
dos, Consejos Insulares y Comunida­
des Autónomas uniprovinciales que, en 
virtud del apartado segundo de la Dis­
posición Undécima de la Ley Regulado­
ra de las Haciendas Locales, hayan asu­
mido el ejercicio de dichas competen­
cias de gestión tribu taria por 
encomienda o en sustitución de los 
mismos. 

En principio, los convenios de cola­
boración en la gestión catastral pueden 
referirse al ejercicio de cualquiera de las 
funciones atribuidas en la materia al 
Centro de Gestión Catastral y Coopera­
ción Tributaria, tanto de conservación, 
como incluso de formación, renovación 
o revisión de catastros, con la excepción 
de la específica coordinación de valores 
que, según p reviene la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, se llevará a ca­
bo directamente por el Centro. 

Con carácter general, se establecen 
dos regímenes jurídicos distintos para 
la posible suscripción de estos conve­
nios : la delegación de funciones y la 
prestación de servicios. La primera im­
plica, de acuerdo con la teoría general 
del derecho administrativo, un traslado 
de competencias del órgano delegante a 
aquel que recibe la delegación, mientras 
que la prestación de servicios no; de ahí 
que el propio Decreto 1.390/ 1990 esta­
blezca, junto a la excepción anterior-

mente referida de la coordinación de 
valores, otra atenuada respecto a la ela­
boración de Ponencias y asignación in­
d ividualizada de valores catastrales, 
que no puede ser objeto de colabora­
ción sino bajo la modalidad de presta­
ción de servicios. Con todo ello se quie­
re dejar claramente establecida una lí­
nea no traspasable, que reserva de forma 
inequívoca a la Administración del Esta­
do el ejercicio de unas competencias (las 
encaminadas a las valoraciones catastra­
les) que, por afectar no sólo a la tributa­
ción en la esfera local (y en concreto al 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles), sino 
también a más impuestos cuya gestión 
realizan otras Administraciones (Estado, 
Comunidades Autónomas), deben rode­
arse de las necesarias garantías de coor­
dinación y generalidad. Esta es, por otra 
parte, la voluntad expresa del legislador 
reflejada en el artículo 78.1 de la Ley Re­
guladora de las Haciendas Locales. 

El objeto de la colaboración puede 
ser tanto la gestión como la inspección 
catastral. En el primer caso, se abre un 
amplio abanico de posibilidades en 
función de los trámites y actos admi­
nistrativos que, según la voluntad con­
currentes de las en tidades colaboran­
tes se considere oportuno incluir. El 
tenor del artículo sexto del Real Decre­
to 1.390/ 1990 es suficientemente am­
plio como para acoger incluso conjun­
tos de funciones complejas que llegarí­
an hasta los procesos íntegros de 
formación, renovación o revisión de 
los Catastros. 

Puede abarcarse, en consecuencia, 
desde las funciones mínimas de trami­
tación y aprobación de los expedientes 
de alteraciones de orden jurídico moti­
vadas por transmisiones de dominio, 
que se consideran el escalón primero o 
más s imple, hasta la to talidad de los 
procesos de gestión catastral, excepción 
hecha, claro está de la coordinación de 
los valores catastrales. 

Así, pues, la colaboración objeto de 
convenio podría tener como contenido, 
en enumeración no cerrada, las siguien­
tes funciones: 
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1) En régimen de delegación de 
fanciones: 

• La elaboración y aprobación de la 
delimitación de suelo de naturaleza ur­
bana a que se refiere el artículo 70.2 en 
relación con el 62 y 63 de la ley Regu­
ladora de las Haciendas locales. 

• La tramitación de los expedientes 
de alteraciones de orden físico, jurídico 
y económico concernientes a los bienes 
inmuebles de naturaleza urbana, en los 
términos previstos en el Real Decreto 
1.448/1989, de l de diciembre, que no 
impliquen una nueva valoración catas­
tral de los indicados bienes. 

• La elaboración y aprobación del 
Padrón anual del Impuesto sobre Bie­
nes Inmuebles a que se refiere el artícu­
lo 77.1 de la ley Reguladora de las Ha­
ciendas locales. 

• La resolución de los recursos in­
terpuestos contra cualquiera de los ac­
tos enumerados en los apartados ante­
riores. 

• la notificación a los interesados 
de los acuerdos adoptados con ocasión 
de las actuaciones a que se refiere el 
apartado anterior. 

• La formalización de requerimientos 
y actuaciones complementarias de infor­
mación y asistencia al interesado en rela­
ción con las anteriores materias, incluida 
la recepción de todo tipo de declaracio­
nes formuladas por los interesados. 

• Todas las actuaciones de inspec­
ción catastral (investigación de hechos 
imponibles ignorados, comprobación 
de declaraciones, obtención de infor­
mación con trascendencia para la ges­
tión catastral, incoación y tramitación 
de expedientes para imposición de san­
cio nes tributarias), incluida la docu­
mentación de las mismas y la resolu­
ción de los recursos de reposición con­
tra los actos de que se trata, pero 
excluida, en todo caso, la integración de 
la base imponible de bienes inmuebles 
mediante la asignación individualizada 
de valor catastral. 
Il) En régimen de prestación de 
servicios: 

• La elaboración de las ponencias 

de valores previstas en el artículo 70.3 
de la misma ley. 

• La asignación o cálculo de los va­
lores catastrales individualizados de los 
distintos bienes, que constituyen la ba­
se imponible del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles. 

• Cualquiera de las funciones con­
templadas en el p rimer apartado, cuan­
do se realicen sin desplazamiento de 
competencia hacia el órgano colabo­
rante para dictar actos administrativos, 
es decir, con el alcance de mera ejecu­
ción material de actividades preparato­
rias de los expedientes que, ulterior­
mente, serían resueltos por el Centro de 
Gestión Catastral. 

Con el fin de no caer en un excesivo 
detalle, cabe decir aquí que la gama de 
actuaciones objeto de colaboración por 
esta vía de prestación de servicios es 
amplísima, pudiéndose imaginar muy 
diversos grados de intervención por 
parte de los Ayuntamientos o Entidades 
colaboradoras, del tipo de recepción de 
solicitudes y conprobación inicial de la 
información y documentación aporta­
da con las mismas, tareas de soporte 
técnico administrativo a la resolución 
de expedientes, formalización de hojas 
de grabación para informática, práctica 
material de las notificaciones, elabora­
ción de informes diversos, etc. 

No obstante, parece prudente pensar 
que, inicialmente, las revisiones catas­
trales, considerados como conjunto de 
actuaciones comprensivas de todo el 
proceso de gestión catastral realizadas 
de forma simultánea y conjunta para un 
municipio o zona completos, deberían 
posponerse, como objeto de colabora­
ción, para momentos futuros en los que 
la experiencia progresiva en la materia 
garantizara la idoneidad de los organis­
mos colaborantes, por lo que, en una 
primera etapa, seria preferible limitarse 
a instrumentar una cooperación limita­
da a las actuaciones de mantenimiento 
o conservación. 

Descendenciendo ya a temas más 
concretos, los convenios deben conte­
ner las oportunas precisiones en cuan-

to al desarrollo de las actuaciones pre­
vistas. precisar su régimen jurídico, así 
como el alcance, en su caso, de la dele­
gación convenida, y, como es lógico, 
concretar lo relativo a la entrada en vi­
gor, vigencia y posib le prórroga del 
convenio. 

En cuanto al alcance de la delegación, 
y con carácter general, será en todo ca­
so de aplicación la normativa contenida 
en la ley Reguladora de las Haciendas 
Locales y demás disposiciones comple­
mentarias aunque, no obstante, la tra­
mitación de las actuaciones se lleve a 
cabo conforme a las normas orgánicas y 
procedimentales propias del órgano 
colaborante. Los actos dictados por la 
Entidad local en ejercicio de las com­
petencias delegadas, incluso la resolu­
ción de los recursos de reposición que 
puedan interponerse, serán recurribles 
en vía económico-administrativa en los 
casos en que la ley así lo permite. 

Al pormenorizar las actuaciones a lle­
var a cabo, parece oportuno convenir, 
por un elemental principio de uniformi­
dad, que la Entidad colaborante deba 
atenerse a las normas técnicas que, en su 
caso, pueda impartir el Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tributaria. 

No obstante, es aceptable que la En­
tidad local utilice sus propios impresos 
en las resoluciones, requerimientos o 
notificaciones relativas a las competen­
cias desarrolladas, aunque, eso sí, ha­
ciendo referencia expresa al convenio 
en virtud del cual se ejercen las indica­
das funciones. 

Habrá asimismo que prever la remi­
sión por parte del ente colaborante al 
Centro de Gestión Catastral, con carác­
ter periódico, de la información necesa­
ria para su incorporación a la base de 
datos catastral. 

En cuanto al régimen jurídico, con­
viene recordar que es criterio del Cen­
tro de Gestión Catastral y Cooperación 
Tributaria, ya mantenido con anteriori­
dad en la firma de convenios de delega­
ción en materia de gestión tributaria, el 
que los mismos no impliquen la transfe­
rencia de medios materiales o persona-



les, ni comporten ningún tipo de con­
traprestación económica. 

lógicamente, en los casos en que el 
régimen de la colaboración sea el de de­
legación, la Entidad local deberá ejer­
cer las fun ciones delegadas con estricto 
cumplimiento de los términos del mis­
mo, no pudiendo, en ningún momento 
delegar a su vez en otra entidad las f un­
ciones recibidas por esta vía. 

Conviene también recordar que por 
aplicación de la normativa básica en la 
materia (artículo 27.2 de la ley 7 / 1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen local), la Administración dele­
gante tiene facultades para dirigir y con­
trolar el ejerc1c10 de los servicios delega­
dos y recabar en cualquier momento m­
fo rmación sob re la gestión de los 
mismos, pudiendo, en caso de incum­
plimiento de las directrices, denegación 
de las iníormaciones solicitadas o inob­
servancia de los requerimientos fo rmu­
lados, revocar la delegación o ejecutar 
por sí misma la competencia delegada. 

Al igual que se realiza, con carácter 
general, en otros tipos de convenios in­
teradministrativos , el establecimiento 
de una comisión de seguimiento, de ca­
rácter paritario, permitirá co ntar con 
un adecuado foro en el que plantear las 
cuestiones e incidencias que puedan 
surgir en la ejecución del convenio. 

Para finalizar, no resta sino referirnos a 
los requisitos procedimentales para la fo r­
malización de estos convenios de colabo­
ración en la gestión catastral que, esque­
máticamente, pueden concretarse así: 

• la iniciativa fo rmal corresponde a 
las Corporaciones locales interesadas, 
mediante solicitud formulada, a través de 
las respectivas Gerencias Territoriales, a 
la Dirección General del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tributaria. 

• Es necesario el informe del corres­
pondiente Consejo Territorial de la Pro­
piedad Inmobiliaria (a rtícul o 7. 0 del 
Real Decreto 13.909/1990, de 2 de no­
viembre). 

• En los supuestos de delegación de 
funciones, la Ley de Bases del Régimen 
local prevé un trámite de consulta e in-

forme de la Comunidad Autónoma co­
rrespondiente, preceptivo cuando se 
trate de delegar competencias en Dipu­
taciones Provinciales (artículo 37.2), y 
potestativo en el caso de Ayuntamientos 
(artículo 27.3). 

• la efectividad de la delegación re­
quiere la aceptación de las correspon­
dientes func10nes po r parte de la enti­
dad colaborante. 

Consideración final 
la colab oración de las Administra­

ciones Públicas en materia de gestión 
catastral y tributaria e inspección catas­
tral requiere, tanto como de unas nor­
mas que la posibiliten e incluso la im­
pongan, de una efectiva voluntad políti­
ca de llevarla adelante. la concurrencia 
de voluntades no se produce si éstas no 
existen previamente. 

El Centro de Gestión Catastral y Co­
operación Tributaria, como Adminis­
tración que tiene a su cargo la gestión 
del Catastro, debe mostrar la clara in­
tención de desarrollar los distintos su­
puestos de colaboración voluntaria re­
gulados legalmente. Nos consta, asimis­
mo , que las otras Administraciones 
afectadas (Comunidades Autónomas, 
Diputaciones Provinciales, Ayunta­
mientos), tienen una indudable predis­
posición a esta colaboración que, en ca­
sos concretos, no dudaríamos en califi­
car hasta de avidez, y así, cuando estas 
líneas vean la luz en las páginas de Ca­
tastro, ya se habrá suscrito alguno de los 
convenios a los que hemos dedicado las 
anterio res páginas. 

Formulamos el deseo de que estas 
primeras experiencias fructifiquen has­
ta configurar un rico panorama con­
gruente con el entramado que posibili­
ta y exige la realidad política: varias Ad­
ministraciones Públicas poniendo en 
concordancia sus esfuerzos de cara a un 
objetivo común. • 

Guillermo José Bauzá Cardona 
Subdirector General de Gestión e 

Inspección de Catastros Inmobiliarios 
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